
   
 

 1 

 

Documento analítico sobre el rol de las variables sociales en 

la regularización y formalización de la propiedad 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Elaborado por:  

Equipo Social del Área de Tenencia y DVGT  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ÁREA DE TENENCIA Y DVGT 

ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA ALIMENTACIÓN Y 
LA AGRICULTURA 

Bogotá, Colombia 

2021 



   
 

 2 

 

Tabla de contenido 
Introducción	....................................................................................................................................	3	
1.	 Marco	conceptual	sobre	la	incidencia	de	las	variables	sociales	en	la	eficacia	y	
eficiencia	de	la	regularización	y	formalización	de	la	propiedad.	................................	4	
2.	 Análisis	del	marco	jurídico	que	sustenta	la	inclusión	de	variables	sociales	en	
la	eficacia	y	eficiencia	de	la	regularización	y	formalización	de	la	propiedad.	........	1	
Generalidades	.................................................................................................................................	1	

Medios de prueba	..................................................................................................................................	2	
Tema de la prueba	................................................................................................................................	2	

Medios	de	prueba	..........................................................................................................................	5	
Principios	de	la	prueba	...............................................................................................................	6	

Principio de inmediación	.....................................................................................................................	7	
Principio de publicidad	.......................................................................................................................	8	
Principio de necesidad y eficacia de la prueba	...............................................................................	9	
Principio de favorabilidad.	.................................................................................................................	9	

3.	 Recomendaciones	a	los	marcos	normativos	y	arquitectura	institucional	para	
la	inclusión	de	variables	sociales	en	la	eficacia	y	eficiencia	de	la	regularización	y	
formalización	de	la	propiedad.	..............................................................................................	11	
BIBLIOGRAFÍA	...............................................................................................................................	20	
 

 

 
 
 



   
 

 3 

  

Introducción 

La complejidad de los casos adelantados por las subdirecciones de Procesos Agrarios y 

Seguridad Jurídica, asociados en su mayoría a las tensiones por el acceso y la tenencia de la 

tierra, evidenció la necesidad de crear un grupo de trabajo que acompañe, desde una mirada 

social, las intervenciones que se realicen en el marco del desarrollo de los procedimientos. 

El trabajo interdisciplinar que dicho acompañamiento supone, aporta herramientas para 

realizar intervenciones cada vez más pertinentes y contextualizadas por parte de la 

institucionalidad pública, mitigando posibles afectaciones resultado de la toma de 

decisiones, en especial en lo relacionado con la resolución de los conflictos asociados a la 

tierra. Así, y “con el fin de propiciar intervenciones que supongan una mejor gestión de los 

conflictos, la DGJT ha considerado pertinente activar una arista de trabajo social cuyo 

propósito es contribuir a que las decisiones de la ANT en territorio sean informadas, 

mitiguen efectos negativos y, en general, estén orientadas a disminuir los daños que se 

pueden derivar de las acciones institucionales que, como se sabe, pueden exacerbar 

conflictos, mitigar los ya existentes o, en las circunstancias más favorables, propiciar efectos 

positivos en los territorios.” (Documento de trabajo DGJT, 2017). 

 

Articulado a esto, la DGJT de la ANT ha suscrito el convenio UTF/COL/089/COL sobre 

“Cooperación técnica para la seguridad jurídica y la regularización de la propiedad a 
nivel nacional en Colombia en el contexto de las Directrices Voluntarias de la Gobernanza 
de la tierra, la Pesca y los Bosques”, celebrado entre la Agencia Nacional de Tierras – ANT 

– y la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura – FAO -, 

donde se acordó como resultado del producto No. 3 “el diseño del módulo social orientado 
a  fortalecer y articular las acciones de la Dirección de Gestión Jurídica de tierras en 
procesos agrarios y cultura de la formalidad”. En el marco del diseño metodológico de este 

producto se ha evidenciado la necesidad de elaborar un documento de carácter social que, 

como consecuencia de los ejercicios de recolección, sistematización y triangulación de 

información que se deriven de las visitas a campo realizadas, contribuya a fortalecer la 

acción institucional de la DGJT y el mejoramiento de los procedimientos que realiza. 

 

En este sentido, el presente documento busca brindar elementos complementarios que 

sirvan como prueba de diversos hechos dentro de la valoración del caso concreto, que 

describa las dinámicas territoriales en lo atinente a la tenencia y uso de la tierra, con el fin 

de agilizar el análisis jurídico, social, cartográfico y económico; incidiendo directamente en 

los tiempos y decisiones de fondo, evitando acciones que, desconociendo el contexto 

territorial, generen o profundicen nuevas tensiones, y produzcan, en últimas, reprocesos al 

interior de la entidad. 
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El objetivo central de este documento es el aporte de información de contexto que sirva a 

la ANT y a otras instituciones para tomar decisiones asociadas a cada caso, así como para 

la documentación de los procesos agrarios y de formalización que adelanta la Dirección de 

Gestión Jurídica de Tierras1. En este sentido, en un primer apartado se presenta una 

justificación de carácter conceptual sobre la incidencia de las variables sociales en los 

procesos agrarios y de formalización. En el segundo apartado, se lleva a cabo un análisis 

del marco jurídico que sustenta la inclusión de variables sociales en este tipo de procesos. 

Finalmente, se presenta una serie de recomendaciones a los marcos normativos y 

arquitectura institucional para la eficiencia y eficacia de la regularización y formalización 

de la propiedad. 

1. Marco conceptual sobre la incidencia de las variables sociales en la eficacia y 
eficiencia de la regularización y formalización de la propiedad. 

Propuesta metodológica para la construcción del Informe Técnico Social -ITS- 

De manera articulada con la elaboración del informe técnico jurídico se considera 

importante el desarrollo de acciones de intervención social que puedan articularse con los 

procesos agrarios y de formalización, en especial en lo relacionado con la construcción de 

un informe técnico social  (informe que se concebirá como prueba social), en adelante ITS, 

que tiene como objetivo aportar a: i) la caracterización de las comunidades involucradas en 

el proceso y las eventuales oposiciones relacionadas con el mismo, ii) la identificación de 

las prácticas locales tradicionales a través de las cuales se acredita la propiedad en la zona 

de intervención (dicha descripción servirá como insumo para el diseño de la estrategia de 

fomento a la cultura de la formalidad); iii) El diseño de una estrategia de visibilidad y 

comunicación que se sugiere utilizar en los espacios de exposición pública de resultados 

preliminares en las zonas a intervenir, así como las herramientas pedagógicas que se 

utilizarán en dichos espacios; iv) la recolección de insumos que aporten al desarrollo de 

diagnósticos post-formalización).  

 
1 Los objetivos de las lecturas territoriales o de contexto se encuentran aún en proceso de definición y 

sustentación por el equipo a cargo del módulo social. Básicamente, persiguen el levantamiento estructurado y 

sistemático de información de fuentes primarias, mediante la participación comunitaria y el cruce con fuentes 

secundarias para brindar un mayor cúmulo de conocimiento (con valor probatorio) sobre casos priorizados 

por la DGJT y que requieran el aporte de la investigación social para conseguir un Ordenamiento de la 

Propiedad Rural más incluyente. 
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El ITS deberá realizar un análisis situacional de cada zona, esto es, un análisis de las 

circunstancias de contexto actuales (circunstancias económicas, sociales) en que se 

encuentran la zona de intervención. Una vez se describa la situación actual de la zona de 

intervención, se deberá realizar un análisis del modo en que dicho contexto afecta 

económica y socialmente (positiva o negativamente) la relación de tenencia de los 

solicitantes/poseedores con los predios y debe ofrecer un panorama analítico de las 

relaciones de poder e intereses políticos y/o económicos sobre el territorio que puedan 

afectar los predios a formalizar. 

Para la elaboración del ITS deberá recolectarse información de la revisión de fuentes 

secundarias y metodologías propias de las Ciencias Sociales, tales como la cartografía 

social, líneas del tiempo, mapa de actores, genogramas, entrevistas semiestructuradas y 

grupos focales. Este insumo debe realizarse de manera paralela al informe jurídico 

preliminar, de forma que ambos informes serán el resultado de esta etapa. 

El ITS debe contener un apartado orientado a caracterizar los sistemas de producción rural 

en el contexto de la unidad de análisis (predio, predios, fincas, parcelas, lotes, etc) , 

abarcando en la descripción de las dinámicas sociales, económicas y culturales de las 

familias, que  a su vez se relacionan con el uso de los recursos naturales de sus  unidades 

productivas y de  sus territorios.  

Es útil revisar la ficha de análisis territorial e integral utilizada en la metodología de los 

POSPR para identificar posibilidades de articulación entre el ITS y las fichas elaboradas en 

el marco de los POSPR. Para los casos donde el proceso de formalización no se encuentre 

en el marco de un POSPR el diseño de este informe debería ser ineludible. 

Categorías de análisis 

Teniendo en cuenta lo anterior, el proceso de investigación debe involucrar diversos 

aspectos del contexto histórico. Dependiendo del caso, se debe profundizar sobre hechos, 

actores y dinámicas sociales, sin embargo, para cumplir el propósito mencionado, es 

indispensable centrar la atención en los siguientes temas: el paisaje o estructura agraria 

y con ello la historia de poblamiento y la identidad cultural relacionada, los procesos 
organizativos de la comunidad, en especial los relacionados con luchas jurídicas por la 

tierra, el conflicto armado, la disputa electoral y la distribución del poder a nivel local, 
así como su relación con estructuras de poder regionales, nacionales y/o transnacionales con 

los que la comunidad haya tenido conflictos o identifique posibles amenazas. 

A lo largo de la investigación se deben consultar y contrastar la mayor cantidad de fuentes 

primarias y secundarias posibles, haciendo un control permanente del punto de saturación, 

el cual se presenta cuando se confirma la información desde distintas fuentes y se encuentran 
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los mismos datos. Para ello, se propone realizar un proceso de recolección de información 

primaria y secundaria, a través de diferentes métodos e instrumentos, de acuerdo con los 

actores identificados y priorizados (ver matriz anexa).  

Entre las principales fuentes de información primaria se encuentran las comunitarias, tales 

como organizaciones sociales, integrantes y líderes (as) de la comunidad implicada; las 

institucionales de diferentes niveles territoriales, tales como funcionarios de entidades del 

Estado que hayan acompañado el proceso, funcionarios y/o representantes de entidades 

sectoriales; y aquellas disponibles desde el sector privado, entre otras fuentes claves que 

conozcan el caso y aporten información relevante. 

Para el caso de las fuentes secundarias, se resalta la importancia de la revisión de prensa 

regional y local, de la información aportada por entidades del Estado, tales como actos 

administrativos y piezas procesales de índole civil o agraria (las cuales posiblemente 

reposan en los expedientes de la ANT) e información de carácter académico o investigativo 

tales como informes institucionales (CNRR, Centro de Memoria Histórica, Observatorio de 

Derechos Humanos de la Vicepresidencia, Informes de Riesgo de la Defensoría del Pueblo, 

sentencias de Justicia y Paz, entre otros), así como informes de organizaciones sociales y 

datos estadísticos relacionados con el conflicto armado y los daños ocurridos con ocasión 

de este. Para el caso de la información estadística se priorizará la información de carácter 

oficial que se encuentre disponible. 

Contenidos mínimos y estructura básica:  

En términos generales, el ITS busca hacer un análisis a profundidad del vínculo que existe 

entre la comunidad y el territorio, como base para entender las tensiones que se han 

configurado alrededor de su historia de poblamiento, el uso y el vínculo material y/o jurídico 

con la tierra, con respecto a otros actores involucrados. Por esta razón, el documento que 

resulte de esta investigación debe cumplir unos requisitos mínimos de contenido y 

estructura, los cuales se presentan a continuación: 

● El relato debe construirse de manera cronológica. Se sugiere que de acuerdo a la 

información recopilada se desarrolle una periodización histórica la cual determinará 

los capítulos del documento. Dividir los capítulos según una periodización facilita 

la presentación de las dinámicas políticas, sociales, económicas y culturales, de 

acuerdo a lugares, actores, procesos organizativos y acciones jurídicas que hayan 

sido interpuestas por la comunidad.  

La estructura del documento debe ser clara, de tal modo que si un lector no experto 

se acerca al documento pueda identificar qué pasó, entre quiénes, cuándo, dónde y 

cuáles dinámicas sociales, políticas, económicas y sociales existen en el territorio. 
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● El documento de lectura del territorio debe exponer de manera detallada, a partir de 

la triangulación de múltiples fuentes (ver matriz anexa), el conjunto de dinámicas 

sociales, políticas, económicas y culturales que hayan incidido directa o 

indirectamente en los conflictos alrededor del vínculo con la tierra o con el territorio. 

Para ello deben ser incluidos los siguientes temas: 

- Estructura agraria: en este apartado debe estudiarse el proceso de 

configuración del territorio en términos de tenencia de la tierra. Esto incluye: la 

historia de poblamiento, del uso y la distribución de la tierra y de los derechos 

sobre ella. En algunos casos, dependiendo de los resultados de la investigación, 

es posible que sea relevante discutir el valor de la propiedad raíz en la economía 

local, en la distribución de poder político y en la estrategia militar y política de 

los grupos armados que han hecho presencia en la zona. La pregunta que guiará 

el desarrollo de este apartado está condicionada por el tipo de procedimiento 

administrativo que requiere el caso. 

- Caracterización de Sistemas de Producción: en algunos procesos agrarios es 

importante caracterizar de manera general los sistemas de producción 

predominantes identificando principalmente las relaciones con su entorno, esto 

se realiza mediante la caracterización del sistema agrícola, indagando por el 

origen de la semilla, las prácticas culturales del cultivo, la época de siembra, el 

área sembrada, la fuente de la mano de obra y la destinación de la cosecha. 

Adicionalmente, se caracteriza el sistema pecuario, preguntando a la familia el 

tipo de ganado que cría, la raza, número de animales, infraestructura que posee, 

su fuente de alimentación, los productos generados de su ganadería y su 

destinación. Finalmente, se describe en forma general el sistema ambiental, a 

partir de la indagación sobre las áreas de bosque del predio o finca, determinando 

los usos (madera, cacería, leña, materiales para viviendas, abastecimiento de 

agua etc.), las especies y las relaciones dicho sistema pueda tener con el sistema 

pecuario y agrícola. 

- Procesos organizativos: se deben investigar los procesos organizativos 

adelantados por la comunidad ante las distintas entidades del Estado y la 

participación de otros actores sociales en estos procesos, los resultados y los 

conflictos e intereses que despertaron en otros actores. Para el desarrollo de esta 

categoría es clave preguntarse por ¿Qué procesos organizativos se han 

configurado en el marco de este caso? y ¿Cuáles han sido las principales 

acciones y relaciones configuradas para esto? 

- Conflicto armado: sobre el tema debe incluirse la presencia de actores armados 

y estructuras en la zona, así como los periodos de influencia y los hechos 

victimizantes que haya vivido la comunidad, en especial si se encuentran 
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relacionados con la tenencia de la tierra, o se presume un posible abandono o 

despojo de un predio. En particular, debe prestarse atención a prácticas de 

reconfiguración de la población y el territorio, así como otras dinámicas de 

poder, relaciones con élites políticas y/o económicas del sector público y/o 

privado. Las preguntas guía de esta categoría son: ¿Cuáles son las principales 

dinámicas del conflicto armado en la región? ¿Cómo se materializan estas 

dinámicas en los predios implicados? ¿Qué tipo de afectaciones tienen estas 

dinámicas en el caso? 

- Política local y dinámicas globales: deben explorarse las relaciones de poder 

entre los distintos actores que tienen intereses en el territorio. Para ello es 

importante reconocer élites políticas y económicas, organizaciones criminales, 

actores estatales del nivel local o nacional, empresas agroindustriales o 

extractivas nacionales o internacionales, organizaciones sociales, actores 

internacionales, entre otros. Es importante preguntarse ¿Quiénes tienen intereses 

sobre la tierra? y ¿Cuáles son estos intereses? 

● Los argumentos expuestos en el documento deben ir acompañados de citas textuales, 

extraídas de fuentes primarias y secundarias, utilizadas de manera rigurosa, de 

conformidad con las normas APA. Así mismo, al final del documento debe 

presentarse la bibliografía utilizada en la investigación. 

Instrumentos para la recolección de información:  

Las metodologías de recolección de información cualitativa de las ciencias sociales aportan 

insumos importantes para la comprensión y reconstrucción detallada de las particularidades 

históricas de los territorios. El uso de las metodologías de investigación social abre paso a 

la multiplicación de los estudios interdisciplinarios novedosos, al aportar a la reconstrucción 

de los procesos históricos que ocurrieron en un contexto en particular. Además, por su 

carácter organizado y sistemático, la investigación social exige recoger una cantidad 

significativa de pruebas empíricas, siguiendo un plan de trabajo, que ayuda a dar sentido a 

las preguntas que se busca responder. De acuerdo a cada una de estas preguntas se han 

identificado unos métodos claves y a partir de allí se han definido unos primeros 

instrumentos de recolección de información; así mismo se ha avanzado en una identificación 

preliminar de actores y fuentes clave de información, todo esto con el fin de acercarse a las 

comunidades de la manera más conveniente según sus particularidades y buscar la 

información con el detalle que se requiere para cada caso (ver matriz anexa). 

A continuación, se describen algunos de los instrumentos claves para la recolección de la 

información primaria: 
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● Cartografía social: al aplicar este instrumento se busca validar la memoria de los 

participantes con relación a los distintos hechos que se han vivido en el territorio, 

relacionados con el uso y tenencia de la tierra. Por ejemplo, en un mapa de la zona, 

apelando a la memoria colectiva, los participantes podrán identificar los linderos de 

predios, los diferentes usos que le dieron a las tierras, la presencia de actores 

armados y hechos victimizantes ocurridos, nuevos poblamientos, despojos de 

tierras, entre otras afectaciones o factores a tener en cuenta para entender la historia 

de la comunidad. 

Si bien el mapa puede ser dibujado a mano alzada por los participantes, es 

recomendable contar con una cartografía oficial impresa, realizada por los 

profesionales del área catastral o topográfica en la que además se puedan ubicar las 

parcelas involucradas en el proceso agrario. 

 

● Línea de tiempo: metodología utilizada para recopilar información en una 

investigación participativa que busca relacionar sucesos de manera cronológica a 

partir de la ubicación temporal y la descripción de hechos, relacionados con una 

temática específica. Estos son registrados tal y como lo relatan los participantes. Al 

aplicar este instrumento se busca reconstruir toda historia de la comunidad 

relacionada con la tierra, desde la llegada al territorio hasta la situación actual, 

teniendo en cuenta todos los actores involucrados y los hechos hito, relevantes en la 

lucha por la tenencia de la tierra y por la formalización del vínculo jurídico.  

Los temas que deben tenerse en cuenta al realizar las líneas de tiempo son: 

identificación y caracterización de las familias, forma de adquisición de los predios 

y la historia de poblamiento, afectaciones territoriales y medioambientales, 

gestiones para formalizar el vínculo con el predio y procesos agrarios, conflicto 

armado y situación actual.  

● Entrevistas semi – estructuradas – información proveniente de otros actores claves: 

la idea es aplicar este instrumento a personas que por su rol en la comunidad o al 

hacer parte de instituciones u organizaciones claves pueden aportar información útil 

para entender el contexto en el que se han enmarcado las particularidades del 

territorio. 

● Mapa de actores:  Es una herramienta que busca identificar los principales actores o 

partes interesadas en una situación (conflictiva o no) y analizar variables que 

permitan identificar su nivel de incidencia y sus principales intereses frente a la 

situación. Si bien existen diferentes estrategias para la construcción de un mapa de 

actores –teniendo en cuenta siempre la importancia de la triangulación de 

información y el cruce de fuentes- en general se espera obtener una base de datos y 

un esquema de relación e interacciones. Esta información puede ser de utilidad en 

diferentes etapas procesales de los casos relacionados. 
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El siguiente cuadro resume la utilidad de cada uno de los métodos de recolección de 

información propuestos, a la luz de cada uno de los procedimientos agrarios y de 

formalización existentes: 

Tabla 1. Métodos de recolección de información 
Método recolección información 

Método Cartografía social Línea tiempo Genograma Mapa de 

actores 

Caracterización 

de los Sistemas de 
Producción Rural 
-SPR. 

Análisis de 

contexto  

Entrevista 

semiestructurada 

Descripción " Busca validar la 

memoria de los 

participantes con 

relación a los 

distintos hechos que 

se han vivido en el 

territorio, 

relacionados con el 

uso y tenencia de la 

tierra. Por ejemplo, 

en un mapa de la 

zona, apelando a la 

memoria colectiva, 

los participantes 

podrán identificar 

los linderos de 

predios, los 

diferentes usos que 

le dieron a las tierras, 

la presencia de 

actores armados y 

hechos victimizantes 

ocurridos, nuevos 

poblamientos, 

despojos de tierras, 

entre otras 

afectaciones o 

factores a tener en 

cuenta para entender 

la historia de la 

comunidad.   

"Metodología 

utilizada para 

recopilar 

información en 

una 

investigación 

participativa 

que busca 

relacionar 

sucesos de 

manera 

cronológica a 

partir de la 

ubicación 

temporal y la 

descripción de 

hechos, 

relacionados 

con una 

temática 

específica. 

Estos son 

registrados tal y 

como lo relatan 

los 

participantes. Al 

aplicar este 

instrumento se 

busca 

reconstruir toda 

historia de la 

comunidad 

relacionada con 

la tierra, desde 

la llegada al 

territorio hasta 

la situación 

actual, teniendo 

en cuenta todos 

los actores 

involucrados y 

los hechos hito, 

relevantes en la 

lucha por la 

tenencia de la 

tierra y por la 

formalización 

del vínculo 

jurídico.  

El genograma 

se entiende 

como una 

representació

n gráfica de 

información 

sobre algunas 

generaciones 

de una 

familia, 

teniendo en 

cuenta datos 

sobre su 

estructura, 

demografía y 

las relaciones 

que se 

mantienen a 

lo largo del 

tiempo, lo que 

permite 

plantear 

hipótesis 

sobre la 

evolución 

temporal de 

un problema y 

su relación 

con el 

contexto y 

ciclo vital 

familiar 

(León 

Villamil, 

2016:54).   

"Es una 

herramienta 

que busca 

identificar los 

principales 

actores o 

partes 

interesadas en 

una situación 

(conflictiva o 

no) y analizar 

variables que 

permitan 

identificar su 

nivel de 

incidencia y 

sus 

principales 

intereses 

frente a la 

situación. Si 

bien existen 

diferentes 

estrategias 

para la 

construcción 

de un mapa de 

actores –

teniendo en 

cuenta 

siempre la 

importancia 

de la 

triangulación 

de 

información y 

el cruce de 

fuentes- en 

general se 

espera 

obtener una 

base de datos 

y un esquema 

de relación e 

interacciones.  

Los sistemas de 

producción rural -

SPR, son modelos 

de producción 

implementados por 

un grupo de 

personas, familias 

o grupos 

empresariales, 

localizados en un 

área geográfica 

determinada, en un 

tiempo específico, 

donde desarrollan 

actividades como 

la agricultura, la 

ganadería o la 

extracción de 

recursos naturales, 

entre otras 

actividades. La 

caracterización de 

los SPR busca 

describir las 

interrelaciones 

entre subsistemas, 

y del sistema con 

su medio 

circundante. Este 

enfoque reconoce 

las dinámicas 

sociales como 

determinantes para 

definir el modelo 

de sistema de 

producción. 

Ejercicio 

investigativo, en 

el que se 

reconstruyan las 

dinámicas 

políticas, 

sociales, 

económicas y 

culturales que 

propiciaron en 

un principio un 

vínculo con los 

predios y/o 

territorios, el 

cual se ha 

mantenido a 

pesar de los 

conflictos que se 

desarrollan en la 

lucha por la 

tenencia de la 

tierra.   

"La entrevista 

semiestructurada 

se basa en una guía 

de preguntas que 

conducen el 

rumbo de la 

misma, pero que 

permite al 

entrevistado 

hablar más 

libremente y al 

investigador 

ahondar en ciertos 

temas de interés, 

guiando el rumbo 

de cada entrevista 

de manera 

particular. 

Objetivo Identificar los 

principales actores 

Identificar hitos 

históricos del 

Triangular 

información 

Identificar y 

validar los 

 Reconstruir el 

paisaje o 

Identificar 

información 
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implicados en la 

configuración 

territorial, sus 

principales usos, 

conflictos, límites e 

intereses.  

 

caso, los 

principales usos 

y formas de 

tenencia de cada 

momento, sus 

principales 

protagonistas y 

sus motores de 

cambio, 

evidenciando 

allí 

continuidades o 

rupturas.  

de orden 

comunitario y 

oficial para 

construir 

esquemas 

gráficos sobre 

las relaciones 

de parentesco 

existentes 

entre los 

miembros 

vinculados al 

caso. 

principales 

actores 

implicados en 

el caso, sus 

principales 

interacciones 

e intereses y 

su nivel de 

incidencia.  

estructura 

agraria y con 

ello la historia 

de poblamiento 

y la identidad 

cultural 

relacionada, los 

procesos 

organizativos de 

la comunidad, 

en especial los 

relacionados 

con luchas 

jurídicas por la 

tierra, el 

conflicto 

armado, la 

disputa electoral 

y la distribución 

del poder a nivel 

local, así como 

su relación con 

estructuras de 

poder 

regionales, 

nacionales y/o 

transnacionales 

con los que la 

comunidad haya 

tenido 

conflictos o 

identifique 

posibles 

amenazas. 

proveniente de 

otros actores 

claves: la idea de 

aplicar este 

instrumento es 

tener en cuenta 

personas que por 

su rol en la 

comunidad o al 

hacer parte de 

instituciones u 

organizaciones 

clave para cada 

proceso, pueden 

aportar 

información útil 

para entender el 

contexto en el que 

se han enmarcado 

las 

particularidades 

del territorio." 

Procedimiento  

Deslinde Permite espacializar 

las zonas en las que las 

comunidades han 

acordado usos sobre 

bienes de uso público y 

aporta información 

sobre el nivel de 

inundación de 

ciénagas, playones y 

sabanas comunales.  

Caracterizaci

ón de las 

familias que 

habitan y/o 

explotan estas 

áreas, con el 

fin de precisar 

quiénes, 

conforme al 

Acuerdo 058 

DE 2018, 

podrían 

celebrar 

contratos de 

asignación de 

derechos de 

uso, como una 

forma de 

formalizar los 

derechos 

legítimos de 

tenencia. 

N/A Caracterizaci

ón de las 

familias que 

habitan y/o 

explotan estas 

áreas, con el 

fin de precisar 

quiénes, 

conforme al 

Acuerdo 058 

DE 2018, 

podrían 

celebrar 

contratos de 

asignación de 

derechos de 

uso.  

"El ITS recoge 

información sobre 

los usos 

tradicionales que 

las comunidades 

han dado a baldíos 

inadjudicables y/o 

en terrenos que 

periódicamente se 

inundan. La 

caracterización de 

las actividades 

productivas, desde 

un enfoque 

sistémico, permite 

describir las 

interrelaciones 

entre el 

componente 

productivo y el 

componente 

ambiental, en 

relación con las 

dinámicas sociales 

propias del área de 

estudio. " 

La correlación 

de información 

de fuentes 

sociales, con 

análisis 

cartográficos, 

representa un 

referente 

importante para 

la construcción 

del contexto en 

el 

procedimiento 

agrario de 

deslinde. 

Caracterizar 

tensiones 

comunitarias 

respecto al uso y 

prácticas 

tradicionales 

ejercidas sobre 

bienes de uso 

público. Aporta 

elementos para 

describir los 

conflictos 

sociombientales 

presentes en el 

área de estudio. 

Clarificación  N/A Con estas 

técnicas se 

podrán 

 N/A N/A   
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establecer 

cadenas 

traslaticias de 

derechos 

sobre los 

predios, al 

contribuir en 

la 

reconstrucció

n de la 

historia de 

tradición de 

los predios.  

Extinción  Contribuye a la 

espacialización de 

factores que pudieron 

incidir en la falta de 

explotación de un 

predio.  

Contribuye a 

establecer el 

periodo 

durante el 

cual se 

presentó la 

falta de 

explotación 

del predio. 

N/A Permite 

establecer qué 

actores 

inciden en el 

uso 

inadecuado de 

los predios o 

la ausencia de 

los 

propietarios. 

"Contribuye a 

establecer si la 

explotación 

económica del 

predio está 

conforme a lo 

señalado en la ley y 

la adjudicación. La 

caracterización de 

las actividades 

productivas, desde 

un enfoque 

sistémico, permite 

identificar el 

vínculo entre las 

prácticas 

tradicionales de las 

explotaciones 

agropecuarias y el 

cumplimiento de la 

función social y 

ecológica de la 

propiedad. " 

La correlación 

de información 

de fuentes 

sociales, con 

análisis 

cartográficos, 

representa un 

referente 

importante para 

la construcción 

del contexto en 

el 

procedimiento 

agrario de 

extinción. 

 

Recuperación 
Baldíos 

Espacializa 

ocupaciones superiores 

a la UAF o en predios 

de uso público. 

Contribuye a 

establecer si 

determinados 

actores 

cuentan con 

patrimonios 

superiores a 

los requeridos 

para la 

adjudicación 

o si a través de 

grupos 

familiares se 

está 

propiciando 

una 

concentración 

de tierras. 

  N/A  Indaga sobre los 

beneficiarios de 

otros programas 

de tierras y 

también sobre 

ocupaciones 

superiores a la 

UAF o en predios 

de uso público.  

Formalización  N/A Ayuda a 

establecer si 

se cumplen 

los términos 

de posesión 

establecidos 

en la ley. 

Permite 

identificar las 

personas que 

tendrían 

derechos 

dentro de los 

trámites 

herenciales. 

Contribuye a 

la 

identificación 

de los actores 

que han 

realizado 

explotaciones 

en los predios 

y la 

individualizac

N/A  Ayuda a establecer 

si se cumplen los 

términos de 

posesión 

establecidos en la 

ley. 
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ión de los 

poseedores de 

los predios 

privados.  

 

Para el caso de las fuentes secundarias, como se anotó en párrafos anteriores, es importante 

incluir en la investigación la revisión de prensa local, regional o nacional, porque permite, 

entre otras cosas, hacer seguimiento en el tiempo a una situación y entender cómo se 

difundió u omitió un suceso en un momento determinado del tiempo. Por otro lado, la 

información oficial o institucional ofrece bases de datos y cifras que permiten entender el 

contexto local, en comparación con cifras nacionales, lo que resulta útil para contrarrestar 

la información recopilada en las jornadas comunitarias. Algunas de las entidades a las que 

se podrá acudir para buscar información son: Fiscalía General de la Nación, Unidad para la 

Atención a Víctimas, Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, 

Defensoría del Pueblo, Superintendencia de Notariado y Registro, Centro de Memoria 

Histórica, entre otras.  

La información académica es muy valiosa en la medida que contiene datos, estadísticas, 

caracterización de las zonas estudiadas, dinámicas de violencia, dominio y control 

territorial, que permite hacer un acercamiento riguroso al territorio. Al igual que con los 

documentos académicos, hay mucha información documentada por organizaciones de la 

sociedad civil que pueden ser de gran utilidad en esta investigación. Por ejemplo, el Centro 

de Investigación y Educación Popular Cinep, el Secretariado Nacional de Pastoral Social, 

CODHES, Los Programas de Desarrollo y Paz, entre otros. Por último, deben tenerse en 

cuenta los documentos realizados por las agencias de cooperación internacional y de 

organismos internacionales en temas de desplazamiento, conflicto interno armado y 

derechos humanos que podrían ayudar en la construcción del apartado sobre conflicto 

armado y a entender históricamente las tensiones alrededor de la tenencia de la tierra y los 

intereses que sobre ella recaen, desde distintos actores. 

 
La siguiente matriz resume la propuesta metodológica esbozada en el presente documento: 
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Tabla 2. Matriz de criterios y métodos 
Estructuración caracterización territorial 

Matriz de criterios y métodos 
Criterios de 

caracterización 
territorial 

Tema central Preguntas-guía Fuentes 
Métodos 

levantamiento 
información 

Instrumentos  Actores y objetivos de la 
aplicación del instrumento 

Aspectos que la 
documentación 
busca abordar 

Temas centrales 
Preguntas que se busca responder el documento 

Info. para responder 
las preguntas Cómo se levanta la información A quién se le aplicará, ¿dónde?, 

¿cuántas y para qué? 
Deslinde Clarificación  Recuperación  Extinción Formalización 

1. Estructura 
agraria. 

Usos, formas de 
tenencia, formas 
de poblamiento, 

principales 
actores 

implicados.  

¿Qué 
procesos de 
apropiación 
se han dado 
alrededor 
de estas 
zonas y 

quiénes lo 
han hecho? 
Identificaci

ón de 
actores 
clave:  

Ocupantes 
 

Colindantes 
Presuntos 

propietarios 

¿Cómo ha 
sido el 

proceso de 
poblamiento 
de la zona?  

  
¿Cómo ha 

sido el 
proceso de 

poblamiento 
del predio? 

 
¿Cómo ha sido 
el proceso de 

poblamiento de 
la zona?  

Identificación 
de actores clave 
para proceso de 

notificación 

¿Cuáles son los 
elementos del 

contexto que han 
generado el proceso 
de informalidad de 
la propiedad en la 

zona? 
(Circunstancias 
económicas, de 

presencia 
institucional, 

culturales, etc.,) 
 

Información 
primaria que 

permita caracterizar 
cualitativamente los 

hechos e 
Información 
secundaria 

complementaria que 
sustente estos.  

Análisis 
histórico  

Entrevista semi-
estructurada 

Organizaciones sociales, 
habitantes históricos del predio, 

comunidad en general, 
institucionalidad local.  

 Línea del tiempo/Grupos 
focales  

Organizaciones sociales, 
habitantes, colindantes de los 
predios (JAC y Asociaciones 

campesinas). 

¿Cuáles han 
sido los 
usos que 

históricame
nte la 

población 
ha tenido 
sobre la 

zona 
(ciénaga, 
playones, 

etc.)?  

¿Qué 
transacciones 

se han 
realizado con 
respecto a los 
predios, entre 
quienes y a 

través de qué 
mecanismo?  

  
¿Cuáles han 
sido los usos 

a los que 
históricament

e los 
ocupantes 

han dedicado 
los predios 

¿Cuáles fueron 
las condiciones 

en las que se 
encontraba el 

predio a la 
llegada de la 
comunidad? 

¿Cuáles son las 
relaciones de poder 
e intereses políticos 

y/o económicos 
sobre el territorio 

que puedan afectar 
los predios a 
formalizar? 

 

 
Información 
primaria y 

secundaria que 
permita identificar 
cambio en usos del 
suelo y cambios en 

el tipo de 
poblamiento.  

Cartografía social 

Organizaciones sociales (JAC 
y Asociaciones campesinas), 

habitantes de los predios y sus 
vecinos, etc.  

Revisión documental 

Prensa regional, Resoluciones 
y documentos- expedientes del 

Incoder-ANT, actos 
administrativos y piezas 

procesales de índole civil o 
agraria, etc. 

Principales 
característica
s de quienes 

ocupan la 
zona en la 
actualidad.  

¿Cuáles han 
sido los usos 

que 
históricamente 
la población ha 
tenido sobre los 

predios?  

Análisis 
estadístico y 
productivo.  

Revisión documental 

Planes de desarrollo, Planes de 
Ordenamiento Territorial, 

federaciones y asociaciones de 
productores, mapas de cadenas 

productivas, cartografía de 
aptitud de uso, cruce de la 
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cartografía de suelos con 
mapas de suelos. 

Información 
secundaria 

relacionada con los 
folios de matrículas, 

registros 1 y 2, 
escrituras o algún 

registro en RUPTA 

Análisis 
jurídico Revisión documental 

Certificados de tradición y 
libertad, Expedientes, 

Escrituras públicas, etc. 

2. Historia 
organizativa de 
la comunidad 

Actores 
implicados en el 

proceso de 
acceso a tierras y 
de reivindicación 

de ésta. Esto 
permite 

identificar cuáles 
son los actores 

clave del 
proceso. 

¿Qué procesos organizativos se han configurado en el marco de este caso? 

Información 
primaria que 

permita identificar 
actores clave y roles 

e incidencia con 
énfasis en los 

procesos 
organizativos de los 

que hacen parte. 

Análisis 
histórico 

Línea del tiempo/Grupos 
focales (Timeline, 

dipity) 

Organizaciones sociales (JAC 
y Asociaciones campesinas). 

Entrevista semi-
estructurada 

Personas relacionadas o 
interesadas con los predios, 

Representantes de 
Organizaciones sociales, 

miembros de comunidad con 
enfoque diferencial. 

¿Cuáles han sido las principales acciones y relaciones configuradas para esto?  Análisis de 
redes 

Mapa de actores 

Organizaciones sociales, 
institución pública local, 
opositores, colindantes 

(ciénagas), ocupantes de los 
predios, presuntos propietarios 

3. Conflicto 
armado 

Relación del 
conflicto armado 

con el caso  
¿Cuáles son las principales dinámicas del conflicto armado en la región? 

Información 
secundaria de 

carácter estadístico.  

Análisis 
Estadístico Revisión documental 

Fuentes oficiales como RNI, 
FGN, INML, PONAL.  

Fuentes complementarias: 
Organizaciones sociales y 
observatorios académicos.  

Información 
secundaria de tipo 

analítico 

Análisis 
Histórico  Revisión documental 

Bibliografía académica, 
informes institucionales como: 

CNRR, Centro de Memoria 
Histórica, Observatorio de 
Derechos Humanos de la 

Vicepresidencia, Informes de 
Riesgo de la Defensoría del 
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Pueblo, sentencias de Justicia y 
Paz, entre otros. 

¿Cómo se materializan estas dinámicas en los predios implicados? Información 
primaria que 

permita caracterizar 
cualitativamente los 

hechos 

Entrevista semi-
estructurada 

Personas relacionadas o 
interesadas con los predios, 

Representantes de 
Organizaciones sociales 

Miembro de comunidad con 
enfoque diferencial. 

¿Qué tipo de afectaciones tienen estas dinámicas en el caso? 

4. Política 
Local/Global 

Proyectos o 
intereses 

estratégicos 
sobre el 

territorio: 
Agroindustria, 
Minería, etc. 

¿Sobre el predio existen intereses adicionales al proceso clarificación, deslinde o 
extinción?  

Información 
secundaria 

relacionada con 
proyectos 

estratégicos, 
solicitudes o 
licencias de 

explotación, etc.  
Análisis de 
Contexto 

Revisión documental 

Bases de datos y plataformas 
de información de ANH, 

ANLA, UPRA, etc. Planes de 
desarrollo y planes de 

ordenamiento territorial. 
Cruces de referencia del predio 
y/o veredas, con restricciones y 

condicionantes minero 
energéticas, ambientales, 

solicitudes de constitución y/o 
ampliación de territorios 
étnicos y proyectos de 

infraestructura.  

¿cuáles son estos intereses y cuáles los principales actores implicados?  

Información 
primaria que 

permita identificar 
posibles impactos 
de estos proyectos 

sobre el caso 

Entrevista semi-
estructurada 

Organizaciones sociales, 
habitantes históricos del predio, 

comunidad en general, 
institucionalidad local.  
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2. Análisis del marco jurídico que sustenta la inclusión de variables sociales en la 
eficacia y eficiencia de la regularización y formalización de la propiedad. 

Se propone al Informe Técnico Social como un medio probatorio que contribuye a la gestión 
de pretensiones agrarias para los procesos de clarificación, extinción, recuperación, deslinde 
y formalización; que aporta elementos novedosos en la recaudación de pruebas mediante la 
implementación de técnicas de investigación social; que contribuye al análisis 
interdisciplinar de problemáticas complejas asociadas a la tenencia de la tierra; así como 
fortalece las decisiones de fondo emitidas en el marco del procedimiento único. 
Para este fin, este apartado:  
 

(i) Expone cuatro acepciones generales del vocablo “prueba” -y cómo el Informe 
Técnico Social puede contribuir a la toma de decisiones de fondo en los procesos 
adelantados por la DGJT-. 
 

(ii) Profundiza en los medios de prueba y la naturaleza de las técnicas de 
investigación social a través de las cuales se recolecta la información primaria del 
Informe Técnico Social, entendiéndolas como medios atípicos de prueba. 

 
(iii) Señala los principios de derecho que deben guiar a la DGJT en la obtención y 

valoración de la prueba en procesos agrarios. 
 

Generalidades 

La noción de prueba en derecho es amplia, general y abstracta. El presente documento se 
refiere a la prueba en cuatro de sus acepciones, a saber: (i) la indagación o investigación en 
aras de acreditar la ocurrencia de ciertos hechos que se alegan –o acción de probar; (ii) los 
motivos o razones que convencen al juzgador –o fin de la prueba-; (iii) los mecanismos o 
medios utilizados que provee el ordenamiento jurídico –medios de prueba-; y (iv) las 
circunstancias o hechos que idealmente deben probarse teniendo en cuenta la finalidad de 
cada proceso agrario o formalización –o tema de prueba-. 
 
Acción de probar 
 
La acción de probar en derecho agrario puede ser entendida como toda actividad de 
investigación, comprobación y verificación de conflictos que se causen con ocasión de las 
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relaciones de naturaleza agraria2, esto es aquellos que deriven de la propiedad, posesión, 
ocupación y mera tenencia de predios rurales; así como de las actividades agrarias de 
producción y de las conexas a la transformación y enajenación de productos. De manera 
paralela también hace parte de su ámbito de aplicación los conflictos relacionados con 
disposiciones que regulan la conservación, mejoramiento y adecuada utilización de los 
recursos naturales renovables y preservación del ambiente rural (Decreto 2303, 1989, art. 1). 
 
Fin de la prueba 
 
Vale la pena advertir entonces que este conjunto de actividades tiene la intención de generar 
certeza a la Dirección de Gestión Jurídica de Tierras-y en consecuencia a sus subdirecciones 
subordinadas- en las resoluciones de fondo emitidas en el marco de los procesos de su 
competencia, así como generar convencimiento en el juez sobre las decisiones adoptadas por 
la máxima autoridad agraria en los procesos que conlleven el adelantamiento de etapa 
judicial. 
 
Medios de prueba 
 
Finalmente, la actividad de probar se encuentra sujeta a una regulación agraria específica: 
Ley 160 de 1994, Decreto 1071 de 2015, Decreto Ley 902 de 2017, Resolución 740 de 2017 
y por obra de remisión expresa, al Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo y Código General del Proceso –como se analizará con mayor 
detalle en el siguiente apartado-. 
 
Tema de la prueba 
 
Teniendo en cuenta lo anteriormente indicado, si el fin de la prueba consiste en lograr el 
convencimiento del operador judicial sobre la ocurrencia de unos hechos en un caso concreto, 
en [llevar a la inteligencia del juzgador, la convicción suficiente para que pueda decidir con 
certeza el asunto materia del proceso](Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 
Sentencia de 29 de julio de 1980), el tema de la prueba es entonces el elemento objetivo que 
idealmente debería constar en el acervo probatorio en aras de proferir una decisión, los 
hechos que deben probarse dentro del proceso. 
 

 
2 Dicho contenido se propone a propósito del ámbito de aplicación establecido en la –derogada- normatividad 
“por el cual se crea y organiza la jurisdicción agraria”. 
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Al respecto, Quijano (2009), señala que “…el tema de prueba está constituido por aquellos 
hechos que es necesario probar, por ser los supuestos de las normas jurídicas cuya aplicación 
se discute en un determinado proceso. Lo anterior significa que la noción del tema de prueba 
resulta concreta, ya que no se refiere sino a los hechos que se deben investigar e n cada 
proceso” (Parra, 2009, p. 135). 
 
Tema de la prueba en procesos agrarios. 

 
De lo mencionado anteriormente se sigue que el tema de prueba varíe según las pretensiones 
agrarias desarrolladas en el procedimiento único. En aras de delimitar el ámbito de aplicación 
de dichas actividades, se presentará a continuación el objeto y finalidad de los procesos 
agrarios. 
 
En líneas generales, los procesos agrarios están dirigidos a corregir fenómenos irregulares 
del ejercicio de la propiedad, posesión u ocupación de bienes rurales. 
 

• Extinción del derecho de dominio, se refiere a la acción –tradicionalmente 
administrativa- mediante la cual la Nación extingue el derecho de dominio que ejerce 
un particular respecto a un predio privado, en los casos que se acredite el 
incumplimiento de la función social o ecológica de la propiedad. En este sentido, el 
ITS debe revisar las actividades de explotación que se realizan en el inmueble de 
naturaleza privada, el contexto socioeconómico en el que se desarrollan estas 
actividades, si existe uso tradicional por parte de las comunidades y si estas se 
realizan mediante actividades que redunden en el interés general –léase sin afectar 
al medio ambiente-. 

 
• La recuperación de baldíos tiene por objeto recuperar y restituir al patrimonio del 

Estado las tierras baldías adjudicables, las inadjudicables, y demás de propiedad de 
la Nación, que se encuentren indebidamente ocupadas por los particulares. 
Dependiendo del caso concreto, el ITS debe indagar si el ejercicio de ocupaciones se 
ha dado en el marco de los requisitos de las leyes agrarias vigentes en dos 
dimensiones: i) respecto al objeto del proceso de adjudicación –esto es el predio- ii) 
como si el terreno es baldío adjudicable; si la extensión territorial que se explota 
corresponde a una UAF, o si se realiza explotación sobre áreas superiores. 
Adicionalmente, debe buscar complementar aspectos del sujeto del proceso de 
adjudicación, esto es, indagación acerca de si la ocupación es ejercida por personas 
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que cumplen los requisitos señalados en la normatividad, por ejemplo: determinación 
de variables económicas (patrimonio), si la persona tiene otras propiedades rurales 
y/o urbanas, si ha sido beneficiario de algún otro programa de tierras, si la persona es 
requerida por las autoridades penales, si ha sido declarado previamente como 
ocupante indebido de baldíos, etc.  

 
• La clarificación de la propiedad, propende a identificar jurídicamente la pertenencia 

de bienes al Estado y facilitar el saneamiento de la propiedad. En este sentido, el ITS 
debe fortalecer los elementos de convicción alrededor del predio. Teniendo en cuenta 
las inherentes complejidades que pueden subyacer en los procesos de clarificación de 
la propiedad es difícil prever o proponer una lista comprehensiva y taxativa de 
elementos que el ITS puede aportar o complementar, a manera de ejemplo, el máximo 
tribunal constitucional colombiano ha requerido en algunos casos que convergen 
comunidades campesinas y étnicas la complementación de consideraciones jurídicas 
sobre los títulos de propiedad que ostentan los habitantes de la zona y títulos 
coloniales, con criterios antropológicos, sociológicos e históricos acerca de la 
identidad cultural de las comunidades y su relación con el territorio en el que se 
encuentran asentadas; en las inquietudes y opiniones de los representantes de las 
comunidades que deberán participar de todo el proceso (Corte Constitucional, 
Sentencia T-530 de 2016). 

 
• El deslinde de tierras de la Nación tiene por objeto delimitar los baldíos y los bienes 

de uso público de aquellos que le son colindantes. Teniendo en cuenta la complejidad 
intrínseca de dicho procedimiento, en el cual a menudo traslapan tensiones 
subyacentes con normas y prohibiciones propias de la legislación ambiental; 
actividades de explotación tradicional; convergencia de múltiples actores e intereses, 
etc., el ITS puede contribuir en la resolución de fondo en al menos dos dimensiones: 
primero, aclarar la ambigüedad de los límites geográficos donde concurren bienes 
baldíos, de uso público y propiedad privada. Segundo, puede profundizar en las 
tensiones subyacentes respecto al uso y prácticas tradicionales ejercidas sobre estos 
bienes. 

 
Finalmente, vale la pena mencionar que el artículo 1º del decreto 1465 de 2013 incluye 
también la reversión de baldíos y la revocatoria de los actos administrativos como procesos 
agrarios, sin embargo, teniendo en cuenta el alcance del producto No. 3 del convenio 
UTF/COL/089/COL, las mismas no serán abordadas en el presente documento ni serán 
objeto de recomendaciones en el mismo. 
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Medios de prueba 

Retomando la definición propuesta en la introducción, los medios de prueba son los objetos 
y las acciones mediante los cuales se pretende acceder, o aproximar al juzgador, a la certeza 
sobre un hecho. Como se elaborará con mayor detalle, al refreírse al principio de libre 
apreciación de las pruebas el derecho probatorio clásico -y por ende la normatividad 
colombiana- pasó de un sistema de valoración “formal”, denominado tarifa legal o prueba 
tasada3  a un sistema con dos presupuestos: (i) la prueba judicial de los hechos no 
proporciona resultados irrefutablemente verdaderos sino probables, en el que las únicas 
valoraciones admisibles son aquellas que constituyan un reflejo de los medios de prueba -
científicamente contrastados- y (ii) que el juzgador esta desligado de cualquier valoración 
preconstituida lo que propicia la averiguación de la verdad.  
Dicho cambio implica que, si bien existen medios de prueba reglados en la normatividad 
procesal vigente, se permite el uso de alternativas probatorias denominadas pruebas atípicas, 
-dentro de los cuales se pretende enmarcar al Informe Técnico Social-, siempre que se 
“preserven los principios y garantías constitucionales”, a esto se denomina principio de 
libertad de prueba. 
 
Medios de prueba Decreto Ley 902 de 2017 

Previo al señalamiento de la remisión normativa contenida en la nueva normatividad agraria, 
debe advertirse que el Decreto 902 señala medios de prueba específicos dentro del 
procedimiento único, a saber, el levantamiento de la información física y jurídica del predio, 
las declaraciones y documentos relativos a la ocupación, posesión, tenencia o propiedad de 
la tierra y los ejercicios de cartografía social4 como elementos con pleno valor probatorio 
dentro del proceso (Decreto 902, 2017, art. 66). 
 
Remisión normativa Decreto Ley 902 de 2017 

 
3 En el que la ley fija taxativamente un valor a asignar a cada uno de los medios de prueba y el juez se limita a 
aplicar a la prueba los baremos exigidos por el legislador (Gascón, 2010, p. 141). 
4 Entendida esta como métodos cualitativos de recolección de información comunitaria que permitan reconocer 
las percepciones, conocimientos, expectativas y necesidades de los diferentes actores presentes en el territorio 
y la relación de éstos con la tierra (Resolución 740, 2017, art. 16) 
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Respecto a los demás medios de prueba, el citado decreto realiza una remisión normativa en 
caso de vacíos y deficiencias de regulación. En este sentido, refiriéndose a la etapa 
administrativa del Procedimiento Único se alude al Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo, del mismo modo, al elaborar la fase judicial del 
procedimiento se hace un llamamiento al Código General del Proceso o las normas que lo 
modifiquen o sustituyan. 
 
Profundizando en la normatividad administrativa, el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo regula temas como la oportunidad de 
presentar pruebas, la carga de la prueba y los recursos que caben contra los actos 
administrativos que decidan la práctica de pruebas. Sin embargo, al referirse específicamente 
a los medios de prueba en el procedimiento administrativo se remite expresamente a la 
normatividad general civil (Ley 1437, 2011, art. 40), esto es, el Código de Procedimiento 
Civil –hoy derogado por el Código General del Proceso-. 
Hechas estas consideraciones, se encuentra convergencia en los medios probatorios tanto 
para la etapa administrativa como judicial de los procesos de materia agraria, encontrando 
así que en Colombia el referido Código consagra como medios típicos -y por tanto, reglados-: 
la declaración de parte, la confesión, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la 
inspección judicial, los documentos, los indicios y los informes. (Ley 1564, 2012, art. 165) 
 
Finalmente, en lo tocante a otros medios de prueba –o medios de prueba atípicos- debe 
señalarse que el Código señala que el juez orientará su práctica de acuerdo con las reglas que 
rijan medios similares, o según su prudente juicio, siempre que se preserven los derechos y 
garantías constitucionales (Ley 1564, 2012, art. 165), disposición que debe ser aplicada 
análogamente por la Agencia como director de la fase administrativa. 

Principios de la prueba  

A continuación, se desarrollan algunos de los principios orientadores en la obtención y 
valoración de la prueba, los cuales cobran especial relevancia en la puesta en marcha de 
técnicas de investigación social, teniendo en cuenta su carácter de prueba atípica, para las 
cuales la normatividad procesal colombiana atiene su obtención a la observancia de “los 
principios y garantías constitucionales”. 
 
Se entiende por principios de la prueba los “presupuestos políticos que determinan la 
existencia funcional de un ordenamiento procesal cualquiera” (Quintero, 1995, p. 90). Debe 
subrayarse que si bien no existe un orden o catálogo taxativo de principios que se consideren 
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superiores en desarrollo del periodo probatorio, para efectos del presente documento se citan 
aquellos que dan coherencia al derecho al debido proceso, por lo que se considera que están 
estrechamente ligados al procedimiento único adelantado por la DGJT.  
 
Teniendo en cuenta el doble rol de la Agencia en los procesos agrarios, en los que 
efectivamente hace las veces de juez y parte en desarrollo de las etapas administrativa y 
judicial, la presente sección profundiza en orientaciones aplicables al momento de la 
obtención de la prueba -como la inmediación, contradicción, publicidad-, la valoración -libre 
apreciación y favorabilidad- y la emisión de decisión de fondo -necesidad y eficacia de la 
prueba-. 

Principio de inmediación  

El artículo 171 de Código General del Proceso establece como mandato al juez de 
conocimiento practicar personalmente todas las pruebas que pretenda hacer valer dentro del 
proceso. De este modo, el juez está obligado a adquirir el máximo nivel de conocimiento, 
idealmente con su presencia y control directo al momento de la contradicción.  
De manera semejante, es deber de la DGJT hacer un uso adecuado de sus poderes de 
instrucción, es aconsejable recibir en forma directa los ejercicios de cartografía social, 
entrevista semiestructurada, elaboración de contextos, líneas de tiempo, genograma o, por lo 
menos, si esto es físicamente imposible, asegurar un control personal sobre toda la práctica 
de la prueba solicitada a terceros. Así mismo, se propone adoptar lineamiento de cadena de 
custodia de la información recolectada.  
 
Principio de contradicción 
 
Como se anunció preliminarmente, el principio de contradicción es considerado un eje 
axiológico de la obtención de las pruebas -por ende del ITS- y su posterior valoración. En 
palabras de la Corte Constitucional “Un aspecto central del proceso como búsqueda de la 
verdad es la duda permanente. La duda del Juez es inherente al propósito de la verdad, 
surgiendo aquella del debate, del principio de contradicción” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-427, 1996). En este sentido el derecho a no ser condenado sin ser oído constituye 
una constante en Constituciones, Convenios y Pactos a nivel mundial5. En el caso 
colombiano, el artículo 29 de la Constitución acoge esta noción al establecer que “toda 
persona pueda presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra”.  
 

 
5Entre otros, tanto la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos -instrumentos ratificados por Colombia- procuran establecer como desarrollo del 
debido proceso el ser oído con las debidas garantías. 
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En este orden de ideas, es responsabilidad de la DGJT garantizar el derecho de defensa de 
las partes, evaluando la utilidad, pertinencia y conducencia de las pruebas legítimamente 
aportadas al proceso y permitiendo conocer a las partes el contenido de las pruebas 
recaudadas en terreno.  
 
A través del principio de contradicción se otorga una oportunidad a las partes para defender 
sus pretensiones o hacer valer sus objeciones, se materializa el debido proceso, y como tal, 
debe extenderse a todo tipo de actuaciones, tanto administrativas como judiciales, siempre 
que se esté dentro de la respectiva oportunidad procesal. 

Principio de publicidad  

Estrechamente ligado a la garantía de la contradicción de la prueba, la publicidad posibilita 
la efectiva materialización del derecho de defensa y contradicción. En tal sentido, la 
publicidad es una obligación del funcionario de conocimiento, en la que se pone en 
conocimiento a las partes de las actuaciones procesales de la contraparte y las decisiones del 
juez con el objeto de poder controvertirlas y de poder interponer recursos en contra de las 
mismas, dado el carácter dialectico que tiene el proceso, indispensable para poder llegar a la 
verdad y hacer justicia (Giacometto, 2003, p. 45). 
 
Debe recalcarse también, como el citado principio se encuentra íntimamente ligado a la 
necesidad de la prueba y a la obligación del operador jurídico de motivar debidamente sus 
decisiones, al respecto la Corte Suprema de Justicia reflexionó: 
 

El principio de la motivación de la sentencia no aparece en forma expresa en la Constitución 
Política de 1991, pero el mismo surge del principio de publicidad de la actuación judicial, 
explícitamente reconocido por los artículos 29 y 228, porque con ella se dan a conocer 
públicamente las razones de convencimiento que tuvo el juez para adoptar la decisión, 
haciendo de ella una obra razonable y racional (no emocional), que garantiza el control del 
fundamento de la decisión por las partes, el juez de la impugnación y la opinión pública en 
general (Corte Suprema de Justicia, sala de casación civil, SC 072, 1998). 

 
Libre apreciación  
 
Como se ha venido indicando, una de las actividades más importantes y complejas que 
realizan los operadores jurídicos involucrados en la decisión de asuntos agrarios es la 
apreciación de las pruebas. En este sentido, las pruebas deben ser libremente valoradas tanto 
por la ANT como por el eventual juez de conocimiento del proceso –dando cuenta del valor 
probatorio concedido en el acto administrativo de fondo o sentencia- de esta manera, quien 
conoce y valora está obligado a seguir las reglas de la sana critica -en contraposición a la 
valoración y juzgamiento por íntima convicción6-, procurando no asignar un valor 

 
6 Al respecto la CSJ ha señalado “El libre convencimiento en consecuencia, no puede asimilarse a una forma 
amañada u oculta de decidir; de ser así carecería de sentido la exigencia de la ley al juez para que motive la 



   
 

 9 

determinado a los medios probatorios por la Ley -o valorando por tarifa legal, sin perjuicio 
de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos. 
En cuanto a los informes técnicos generados en desarrollo de los procesos agrarios, permite 
tanto a la ANT como al Juez desestimar medios de prueba –una vez más, motivando 
debidamente- que en su concepto carezcan de rigurosidad técnica, o resulten inútiles, 
impertinentes o inconducentes. 

Principio de necesidad y eficacia de la prueba  

El artículo 164 del Código General del Proceso establece la obligación de fundamentar toda 
decisión judicial en las pruebas oportunamente allegadas al proceso; en virtud de este 
mandamiento se liga inexorablemente la decisión de fondo sobre un asunto concreto a la 
argumentación y motivación de la decisión jurisdiccional. 
 
Es entonces plausible concluir que existe la obligación de utilizar elementos probatorios que 
se hayan aportado en los tiempos determinados dentro del procedimiento único y que en su 
obtención no se haya vulnerado derecho fundamental alguno, en otras palabras, que su 
aportación no se realice con violación del debido proceso o reglas dispuestas por el legislador 
para el proceso concreto; concurrentemente, el operador jurídico no podría utilizar 
información privada que haya tenido la oportunidad de conocer por fuera de lo aportado al 
proceso para fundamentar su decisión, con excepción del hecho notorio. 

Principio de favorabilidad.  

Habiendo realizado un recuento de los principios de la prueba más relevantes para la 
actuación administrativa y judicial de la DGJT, vale la pena finalizar el presente acápite 
retomando un principio específico de la normatividad agraria, esto es, la favorabilidad en 
favor del campesino más débil dentro de la relación de tenencia con la tierra, como criterio 
de interpretación y aplicación de cuestiones relativas al derecho agrario. 
 
Como antecedentes nacionales se tiene al –hoy derogado- Código de Procedimiento Agrario 
el cual señalaba que “los jueces y magistrados aplicarán la ley sustancial teniendo en cuenta 
que el objeto de esta jurisdicción es conseguir la plena realización de la justicia en el campo, 
en consonancia con los fines y principios generales del derecho agrario, especialmente el 
relativo a la protección de la parte más débil en las relaciones de tenencia de tierra y de 
producción agraria” (Decreto 2303, 1989, art. 14). 
 

 
decisión. La prueba debe ser valorada explicándose los motivos por los cuales ofrece o no credibilidad”. Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Bogotá. Sentencia de 18 de abril de 1988. 
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Lo anterior encuentra plena concordancia con lo dispuesto en la normatividad internacional, 
la cual señala como principio rector: “Los campesinos y otras personas que trabajan en las 
zonas rurales tienen derecho a acceder de manera efectiva y no discriminatoria a la justicia, 
en particular a procedimientos imparciales de solución de controversias y a medidas de 
reparación efectivas por las vulneraciones de sus derechos humanos. Al adoptarse las 
decisiones correspondientes se tomarán debidamente en consideración sus costumbres, 
tradiciones, normas y sistemas jurídicos, de conformidad con las obligaciones pertinentes en 
virtud del derecho internacional de los derechos humanos.” (Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas 
Rurales, 2018). 
 
De manera similar, las Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza responsable de la 
Tenencia señalan como principio de aplicación No 3. “Equidad y justicia: reconocimiento de 
que la igualdad entre los individuos puede requerir el reconocimiento de las diferencias entre 
los individuos y la adopción de medidas positivas, incluido el empoderamiento, con el fin de 
fomentar derechos equitativos de tenencia y acceso a la tierra, la pesca y los bosques para 
todos, mujeres y hombres, jóvenes y personas vulnerables y tradicionalmente marginadas, 
dentro del contexto nacional”.  
 
Bajo esta lógica, al momento de la ponderación de exigencias probatorias que involucran al 
campesinado, deben tenerse en cuenta las circunstancias particulares, por ejemplo, 
desigualdad entre las partes, o presencia de sujetos de especial protección constitucional. 
Constatada esta situación, mal haría el Estado en exigir formalismos o cargas probatorias 
desproporcionadas, cuando es la máxima autoridad agraria quien cuenta con amplias 
competencias oficiosas para solventar estas situaciones, las cuales se analizan con mayor 
detalle en el apartado referido a la carga de la prueba.  
 
En suma, es válido concluir que, de conformidad a las diferentes escalas de reglamentaciones 
en lo relativo a la justicia agraria, debe aplicarse la flexibilización de las figuras jurídico-
procesales ordinarias, pues sólo así podrán materializarse los objetivos allí planteados. Del 
mismo modo, funcionarios judiciales y administrativos involucrados en la resolución de 
temáticas agrarias están llamados a ponderar, por un lado, los criterios de formación, 
obtención e incorporación de las pruebas a los procedimientos, preservando el derecho 
sustancial sobre las formalidades y, por otro, apreciar los elementos probatorios para 
determinar judicialmente los hechos objeto de controversia agraria. 
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3. Recomendaciones a los marcos normativos y arquitectura institucional para la 
inclusión de variables sociales en la eficacia y eficiencia de la regularización y 
formalización de la propiedad. 

En este apartado se presenta una serie de reflexiones y recomendaciones frente a la inclusión de 
variables sociales en la eficacia y eficiencia de la regularización y formalización de la propiedad, y 
respecto al uso de las técnicas de investigación cualitativa y Pruebas Sociales Territoriales o PST 
como medios probatorios idóneos en los procesos agrarios y de formalización, tanto para la toma de 
decisiones en la fase administrativa como para el respaldo de pretensiones agrarias en los procesos 
judiciales. Estas recomendaciones tienen como fundamento el marco conceptual sobre la incidencia 
de las variables sociales en la eficacia y eficiencia de la regularización y formalización de la propiedad 
y el análisis del marco jurídico que sustenta la inclusión de las mismas.  
 
1) La ANT debe adelantar las acciones necesarias para solventar la desigualdad procesal derivada 

de las debilidades materiales de las poblaciones rurales, para lo que resulta útil el uso de métodos 
alternativos de recolección de información, como las pruebas sociales territoriales, debido a las 
potencialidades descritas en el apartado anterior y al carácter participativo de las técnicas 
empleadas en su desarrollo que permiten “reconocer las percepciones, conocimientos, 
expectativas y necesidades de los diferentes actores presentes en el territorio y la relación de 
éstos con la tierra identificar las conflictividades territoriales, comprender la historia de los 
predios, usos del suelo y reconocer los derechos de propiedad, posesión y/u ocupación” (inciso 
primero del artículo 16 de la Resolución 740 de 2017). 
 

2) En lo que respecta a los requisitos de la prueba, las pruebas sociales territoriales pueden cumplir 
con creces las exigencias para su decreto. En efecto, debido al principio de necesidad de la prueba 
y a los retos asociados a la reconstrucción de los hechos en contextos rurales en los que la ANT 
no hace presencia permanente, las PST son particularmente útiles al permitir el recaudo de 
múltiples declaraciones o testimonios, el cruce o triangulación de versiones sobre los hechos y la 
consolidación en documentos sintéticos o demostrativos, como los informes técnicos y las 
superficies usadas en la aplicación de las técnicas (mapas, líneas de tiempo, genogramas, etc.).  

 
3) Debe tenerse en cuenta la existencia de otras pruebas técnicas que se surten en estos procesos, 

como los avalúos, las pruebas agrológicas y los levantamientos topográficos, que por su 
idoneidad material no pueden suplirse por las pruebas sociales territoriales, sin que eso signifique 
que no puedan recaudarse elementos sobre esas materias en las PST, que serán evaluadas en 
debida forma al momento de su valoración por parte de los operadores jurídicos, en concordancia 
con los principios de libre apreciación y de unidad de la prueba (art. 176 CGP). 

 
4) De acuerdo con el artículo 83 de la Resolución 740, el Informe Técnico Jurídico debe proyectar 

la decisión definitiva que debe adoptarse por la ANT y la valoración de las objeciones presentadas 
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en la exposición de resultados o en el desarrollo de la etapa probatoria. Para que cumpla ese 
propósito, el ITJ debe necesariamente hacer referencia a las pruebas que fundamentan la 
propuesta de decisión, así como la valoración respectiva que de ellas se realice, en armonía con 
el principio de necesidad de la prueba y de motivación de los actos administrativos. Si bien el 
artículo 54 de la Resolución 12096 de 2019 modifica la redacción original contemplada en la 
Resolución 740 de 2017, no se afecta la finalidad del ITJ en la medida que éste seguirá tranzando 
la ruta que debe seguir la ANT en el marco del procedimiento único y dicha decisión deberá estar 
soportada en la valoración de las pruebas recabadas durante el proceso. 

 
5) En este orden, el ITJ es, simultáneamente, la valoración de la prueba, esto es, la apreciación de 

las pruebas recolectadas o presentadas y su relación con la fundamentación de los hechos que se 
dan por acreditados, y la teoría del caso, es decir, el conjunto de hechos ordenados que 
fundamentan una decisión jurídica frente a las pretensiones procesales como frente a las 
oposiciones. Adicionalmente, el ITJ es un elemento de convicción, al ser un insumo para la 
decisión administrativa de cierre y al ser elevado explícitamente a esa categoría por el artículo 80 
del Decreto Ley 902. La inclusión de las PST en el Informe Técnico Jurídico resulta fundamental 
para su uso judicial, como se detalla en el siguiente apartado.  

 
6) Ahora bien, con el fin de hacer una propuesta que comprenda la realidad de los conflictos que 

aborda la ANT en  el ejercicio de su accionar misional, se sugiere que el equipo que cree la 
Dirección General para el tema de resolución de conflictos enriquezca la experiencia existente 
desde el Equipo de Diálogo Social con un equipo de abogados que incorpore el manejo jurídico 
de los métodos reconocidos legalmente y que pueda acompañar desde esta perspectiva a todas las 
direcciones y subdirecciones de la entidad. Esta propuesta se fundamenta en lo siguiente:  

 
a)  El artículo 55 del Decreto Ley 902 de 2017 no restringe la utilización de los MASC 

solamente a aquellos que resuelven conflictos entre particulares, sino también habla de los 
conflictos existentes entre comunidades indígenas, NARP y campesinas, estableciendo 
inclusive la necesaria concertación y consulta con estas comunidades para la definición de 
MASC que sean más apropiados a sus características como colectivos.  

b) Si bien el artículo 55 permite la creación de un equipo jurídico que se capacite en los métodos 
reconocidos legalmente, principalmente en la conciliación, este artículo no dice que dicho 
equipo no pueda conformar otra dependencia de la entidad.  

c) El artículo 10, numeral 11 del Decreto 2363 de 2015, le da la competencia a la Dirección de 
la ANT para: “11. Distribuir entre las diferentes dependencias de la Agencia las funciones y 
competencias que la ley le otorgue a la entidad, cuando las mismas no estén asignadas 
expresamente a una de ellas”. Teniendo en cuenta que el Decreto 902 de 2017 le dio la 
potestad de crear el grupo de abogados expertos en MASC y a que como se ha evidenciado 
ampliamente los conflictos de la ANT no solamente comportan asuntos individuales, podría 
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la Dirección de la Entidad complementar al equipo de Diálogo Social con un componente 
jurídico para la atención de este tipo de conflictos.  

d) Esta interpretación permitiría no solamente la inclusión de los métodos alternativos 
jurídicamente reconocidos en el ejercicio misional de la entidad, sino también, posibilitaría 
que los mecanismos que deben idearse para los colectivos campesinos y étnicos, tengan el 
acompañamiento de abogados que conocen los MASC y pueden aportar con una construcción 
formal de los mismos.  
 

7) Frente a las competencias legales que tienen las diferentes Direcciones, Subdirecciones y 
Oficinas de apoyo con las que cuenta la Agencia para efectos de la realización de evaluaciones, 
es necesario remitirse al decreto 2363 de 2015, por medio del cual se dio vida jurídica a dicha 
entidad. En este decreto se estableció la siguiente estructura para la ANT: 

 
Esquema 1. Organigrama de la ANT de acuerdo con el artículo 6 del Decreto 2363 de 2015 

 
 
 
Ahora bien, en esta estructura la función de evaluación en la implementación de las políticas públicas 
que son competencia de la Agencia son responsabilidad del despacho de la Dirección General de la 
Entidad, esto de acuerdo con el artículo 11 del decreto referido, en el cual se menciona lo siguiente: 
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“Artículo 11. Funciones del Director General. Son funciones del Director General de la Agencia, 
las siguientes:  
   
1. Dirigir, orientar, coordinar, vigilar, evaluar y supervisar la ejecución y cumplimiento de los 
objetivos, funciones, planes y programas asignados e inherentes a la Agencia” (…) 
9. Evaluar y verificar la aplicación de los mecanismos de participación ciudadana, que en desarrollo 
del mandato Constitucional y legal, diseñe la Agencia Nacional de Tierras. 
 
Así mismo, teniendo en cuenta la estructura de la ANT, la oficina de planeación cumple una función 
como oficina misional de apoyo a la Dirección General de la entidad, dentro de sus funciones 
encontramos las siguientes: 
 
“ARTÍCULO 12. OFICINA DE PLANEACIÓN. Son funciones de la Oficina de Planeación, las 
siguientes: 
 
2. Asesorar al Director de la Agencia y a las demás dependencias en la formulación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas, planes, programas y proyectos orientados al 
cumplimiento de los objetivos institucionales de la entidad. 
3. Definir directrices, metodologías, instrumentos y cronogramas para la formulación, ejecución, 
seguimiento y evaluación de los planes, programas y proyectos de la Agencia Nacional de Tierras. 
(…) 
9. Hacer el seguimiento y evaluación a la gestión institucional, consolidar el informe de resultados 
y preparar los informes para ser presentados ante las instancias competentes.” 
 
8) Teniendo en cuenta lo expuesto, no existe duda frente a que la ANT cuenta con la función de 

adelantar las evaluaciones de las políticas, planes, programas y proyectos orientados al 
cumplimiento de los objetivos institucionales de la entidad, y dicha función está a cargo de la 
directora o director de la ANT en apoyo de la oficina de Planeación. Esta última además tiene 
la posibilidad de establecer cuáles serán las metodologías pertinentes para realizar dicha 
evaluación.  

 
Ahora bien, teniendo claro la anterior, también es cierto que el Departamento Nacional de Planeación 
dentro de sus funciones tiene aquella relacionada con la evaluación de políticas públicas que ejecutan 
las diferentes entidades estatales, esto de acuerdo con el artículo 343 de la Constitución Política, y lo 
señalado en el Artículo 29 de la Ley 152 de 1994, el DNP tiene como función “diseñar y organizar 
los sistemas de evaluación de gestión y de resultados de la administración, tanto en lo relacionado 
con políticas como con proyectos de inversión, y señalar los responsables, términos y condiciones 
para realizar la evaluación”. 
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Asimismo, de acuerdo a lo contemplado en el artículo 2.2.7.1.1.1 del Decreto 1082 de 2015, el 
Sistema Nacional de Evaluación de Gestión y Resultados – (Sinergia)- tiene como objetivo “generar 
información de calidad para la toma de decisiones que permitan mejorar la efectividad de la 
formulación y ejecución de las políticas del Plan Nacional de Desarrollo (PND), específicamente a 
través del seguimiento a los avances de este y los principales programas de Gobierno, así como la 
evaluación de las políticas consignadas en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) y las estrategias que 
lo complementen (…)”. Por último, conforme lo establecido en el artículo 2.2.7.1.3.2 del Decreto 
1082 de 2015, el DNP es la entidad encargada de la coordinación técnica y administración de dicho 
sistema. 
 
Frente a lo anterior, el documento “Agenda De Evaluaciones 2020”, realizado por la Dirección De 
Seguimiento y Evaluación De Políticas Públicas7, establece lo siguiente: “Para dar cumplimiento a 
esta función, la Dirección de Seguimiento y Evaluación de Políticas Públicas (DSEPP)) del DNP 
definió una ruta de trabajo interinstitucional que, para el caso de la evaluación de políticas públicas, 
es la Agenda Anual de Evaluaciones. De acuerdo con el artículo 2.2.7.3.2.1. del decreto 1082 de 
2015, esta agenda “es la relación de las intervenciones públicas de carácter estratégico que podrían 
iniciar el proceso de evaluación, bajo los protocolos de priorización establecidos por el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), en una vigencia fiscal determinada.” 
 
En este sentido, el DNP identifica cuáles serán las políticas públicas para evaluar cada año y lo hace 
a través de una agenda de evaluaciones, como se observa en el documento referido para el sector 
agricultura. En el año de redacción de este documento se evaluarán dos políticas públicas lideradas 
por el sector agricultura, estas son: líneas especiales de crédito y política de restitución de tierras 
 
Por lo anterior, se evidencia que no existe una escogencia para la evaluación por parte del DNP de 
otras políticas públicas relacionadas con el sector agricultura distintas a las señaladas previamente y 
si las hubiese, esto tampoco sería óbice para que la ANT realice las evaluaciones de la efectividad de 
la implementación de sus acciones misionales contenidas en el decreto ley 2363 de 2015, en la Ley 
160 de 1994 y en el Decreto Ley 902 de 2017, entre otras normas. Así mismo, aunque una política 
pública sea escogida con el fin de evaluarla por el DNP esto no riñe con la función relativa a las 
evaluaciones que le corresponde a la ANT, toda vez que el DNP no evalúa todas las políticas públicas 
que están en ejecución al tiempo, sino que escoge aquellas que son estratégicas para un periodo de 
tiempo específico. También podemos afirmar lo anterior por cuanto no existe prohibición expresa 
para que las diferentes entidades puedan evaluar su propia ejecución de las políticas públicas que 
adelantan. 
 
9) Ahora bien, en relación con la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria, se encuentran las 

siguientes normas que hablan de las evaluaciones relacionadas con las actividades de la ANT. 

 
7 DNP, Agenda De Evaluaciones 2019”, el cual se puede consultar en la web en la página: 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Sinergia/Documentos/Agenda_Evaluaciones_2020.pdf 
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Dentro de estas encontramos el Decreto 4145 de 2011 y la resolución 299 de 2019. En este 
sentido, tenemos que dentro de las funciones de la UPRA establecidas en el artículo 5 del Decreto 
4145 del 3 de noviembre de 2011, están las siguientes: 

 
(…) 

1. Planificar el ordenamiento social de la propiedad de las tierras rurales, definir los 
criterios y crear los instrumentos requeridos para tal efecto. 

2. Planificar los procesos de formalización, como parte del ordenamiento social de la 
propiedad de las tierras rurales. (…) 

“Parágrafo1. El ordenamiento social de la propiedad incluye los procesos agrarios y el acceso a la 
tierra por parte de los grupos poblacionales. Los procesos agrarios y demás actuaciones 
administrativas requeridas para la implementación de las políticas de regulación, acceso y 
administración de tierras rurales, serán adelantados por el INCODER, dentro del marco de sus 
competencias constitucionales y legales.” 
 
La resolución 299 de 2019, por medio de la cual el Ministerio de Agricultura delegó algunas funciones 
en diferentes dependencias de la UPRA, delegó la siguiente: 
Artículo 3.  Delegar en el Director Técnico de Uso Eficiente del Suelo y Adecuación 
de Tierras de la Unidad de Planificación de Tierras Rurales, Adecuación de Tierras y Usos 
Agropecuarios - UPRA de conformidad con el artículo 14 del Decreto 4145 de 2011: 
 
10) Teniendo en cuenta lo anterior, la UPRA tiene como función apoyar las evaluaciones que 

realizan las diferentes entidades encargadas de los temas agropecuarios y que se encuentran 
adscritas al Ministerio de Agricultura. Sin embargo, no hace por sí misma dichas evaluaciones, 
sino en apoyo de las entidades que hacen parte del sector. 
 
Así las cosas, se reitera que no hay imposibilidad jurídica para que la Agencia Nacional de Tierras 
adelante evaluaciones relacionadas con los objetivos, funciones, planes y programas asignados e 
inherentes a la entidad. 

 
11) Teniendo en cuenta las funciones relacionadas con la posibilidad de evaluar los objetivos, 

funciones, planes y programas asignados e inherentes a la ANT, ahora hay que establecer cuál es 
el papel de las direcciones y subdirecciones para realizar la evaluación de las funciones que 
realizan. En este sentido, se debe considerar que dentro de esta actividad estas deben colaborar 
brindando la información necesaria para la realización de la evaluación por parte de la oficina de 
planeación de la ANT. 
 
Sin embargo, y revisando la estructura de la oficina de planeación, debe tenerse en cuenta que 
esta no cuenta con profesionales que permitan evaluar en terreno los impactos de la ejecución de 
la política de tierras, razón por la cual se recomienda que las direcciones y subdirecciones aporten 



   
 

 17 

a la evaluación la participación de los equipos técnicos para la recolección de la información 
necesaria para el desarrollo de estas. 

 
12) Repasando lo comentado hasta el momento, la oficina de planeación puede diseñar las 

metodologías para el desarrollo de las evaluaciones que se desarrollarán por la Agencia, en este 
sentido, se sugiere que se tenga en cuenta dentro de dicho diseño metodológico la participación 
de las diferentes comunidades beneficiarias de los procesos. Lo anterior en cumplimiento de los 
siguientes preceptos normativos: 

 
En las zonas focalizadas para la ejecución de planes de ordenamiento social de la propiedad, el 
Decreto Ley 902 de 2017 establece lo siguiente: 

 
“ARTÍCULO 43. CRITERIOS DE LOS PLANES DE ORDENAMIENTO SOCIAL DE LA 
PROPIEDAD RURAL- POSPR-. Los criterios mínimos para la formulación, implementación y 
mantenimiento de los POSPR son: 

 
1. Participación: Para la formulación, implementación y mantenimiento en el territorio de los 
POSPR es necesario contar con la intervención y colaboración efectiva de toda la comunidad y 
de todas las autoridades locales, con el fin de responder a las necesidades del territorio y 
garantizar la transparencia y eficacia. (…) 

 
ARTÍCULO 45. PARTICIPACIÓN COMUNITARIA. La formulación, implementación, 
evaluación y mantenimiento de los Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad Rural debe 
ser el resultado de ejercicios participativos 
Como garantía de transparencia y eficacia se efectuarán jornadas en las que participarán las 
comunidades que habitan los territorios a intervenir y autoridades territoriales y nacionales, de 
acuerdo con lo establecido para el Procedimiento Único de que trata el presente decreto ley y las 
normas que lo reglamenten. 
Sin perjuicio del procedimiento de inscripción establecido para ingresar al RESO, las 

comunidades podrán identificar y postular potenciales beneficiarios ante la Agencia Nacional de 
Tierras que para efectos de la selección aplicará los criterios establecidos en el presente decreto. 
 

El ejercicio participativo con las comunidades se realizará de forma activa y en ningún caso 
limitará la facultad y competencias legales para adoptar decisiones por parte de la Agencia 
Nacional de Tierras y avanzar en los Planes de Ordenamiento Social de la Propiedad. 

 
La Agencia Nacional de Tierras determinará la forma más idónea para garantizar en el territorio 
la mayor participación y estrategia de comunicación, respondiendo a las realidades del territorio 
y teniendo en cuenta el resultado de la fase de formulación de los POSPR. 
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Para que la participación responda a las realidades del territorio se habilitará la intervención de 
los distintos actores e instancias de participación presentes en el territorio, entre otros, 
organizaciones comunitarias, asociaciones de productores, gremios, juntas de acción comunal, 
instancias de participación de las Zonas de Reserva Campesina de ser el caso, autoridades, 
comunidades y organizaciones de los territorios étnicos, en todos los niveles.” 

 
De acuerdo con el decreto 2363 de 2015, se establece que:  

 
ARTÍCULO 4o. FUNCIONES. Son funciones de la Agencia Nacional de Tierras, las 

siguientes: 
 

Ejecutar procesos de coordinación para articular e integrar las acciones de la Agencia con 
las autoridades catastrales, la Superintendencia de Notariado y Registro, y otras entidades y 
autoridades públicas, comunitarias o privadas de acuerdo con las políticas y directrices fijadas 
por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

 
A partir de esta norma se establece la posibilidad de implementar acciones de coordinación con 
las comunidades beneficiarias de las actuaciones de la ANT. Esto implica que al realizar las 
evaluaciones de los resultados de las intervenciones de la Agencia se tenga en cuenta a los grupos 
poblacionales que intervinieron en las mismas. 

 
Esto implica también que se hagan ejercicios de evaluación cualitativa frente a los resultados de 
la Agencia y que se procure identificar, mediante metodologías sociales de recolección de 
información, el mantenimiento de los efectos que produjeron los procesos implementados por la 
ANT en territorio. 

 
Para la aplicación y desarrollo efectivo de la ruta metodológica desarrollada en el marco del 
producto 3, se requiere tener en cuenta los siguientes aspectos: 

 
13) Un proceso de socialización y apropiación por parte de los funcionarios y dependencias 

implicadas, con el fin de que estos reconozcan y comprendan la importancia de la participación 
y del contexto social en procesos administrativos relacionados con los procesos agrarios y la 
formalización de la propiedad. El reto de posicionar la metodología, implementación y los 
productos propuestos responde según León Villamil (2016: ) a:  

 
[...] una tendencia a dar mayor credibilidad a los medios de prueba clásicos para conocer los 
hechos del caso tales como el testimonio, el documento, el peritaje o la inspección judicial, 
gracias al manejo cotidiano que se tiene de ellos. Por otra parte, para los profesionales del 
derecho no siempre es claro cuáles son los criterios que regulan la práctica de las técnicas de 
investigación social y la forma como controvertirse sus productos en la fase judicial, lo que puede 
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llevar a que en la práctica se tienda a desestimar su calidad de prueba o a que se le reste mérito 
probatorio en comparación con otros medios de convicción. 

 
14) Se recomienda la disposición de recursos logísticos que faciliten la implementación de las 

acciones y procesos acá estructurados. Con esto, se hace referencia a recursos financieros que 
permitan la recolección de información y la dinamización de espacios de participación, pero 
también recursos o materiales pedagógicos que permitan la apropiación y comprensión de los 
aspectos básicos de la regularización de la propiedad.  
 

15) Se recomienda la disposición de recursos tendientes a proveer a la DGJT de profesionales de las 
Ciencias Sociales que, conforme a la estructura interna de la Dirección, puedan implementar con 
rigurosidad y pertinencia las estrategias y acciones acá propuestas. Es recomendable que se trate 
de profesionales especializados o con experiencia en asuntos agrarios o de desarrollo rural, con 
habilidades para la elaboración de documentos de análisis de contexto, a partir de la triangulación 
y fuentes primarias y secundarias.  

 
16) Debe tenerse en cuenta que la ruta metodológica propuesta configura un abanico amplio de 

posibilidades de intervención, que si bien en su conjunto garantizan un avance en la participación 
activa de los actores implicados en los procesos agrarios y de formalización de la propiedad, al 
inicio de cada proceso agrario o de formalización se requerirá realizar un análisis conjunto y 
transdisciplinario -entre el profesional jurídico, ciencias agrarias, social y catastral- que permita 
identificar las actividades que se desarrollarán en el marco de cada procedimiento, así como las 
preguntas que deberán guiar la investigación. Sólo así podrá garantizarse la pertinencia en la 
acción institucional y la articulación entre sus diferentes componentes. 

 
17) Un acercamiento de la ANT, en especial de la Dirección de Gestión Jurídica de tierras, a los 

actores locales que tengan legitimidad en el territorio, o a instancias donde confluyen varios 
actores, antes de una intervención, representa disponer de información relevante que puede 
beneficiar el proceso en términos de los costos del procedimiento.   
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